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SENTENCIA NÚM. 4/2026 

En Madrid, a fecha de la firma electrónica. 
En el Procedimiento de Reintegro por Alcance número B-135/2023, Sector Público Local 
(Subvenciones concedidas al Ayuntamiento de Burguillos por la Diputación Provincial de Sevilla y 
la Junta de Andalucía. Otras presuntas irregularidades), Sevilla, en el que ha intervenido, como 
demandante, el Ayuntamiento de Burguillos, representado y defendido por la letrada doña M.; y, 
como demandado, don V., defendido y representado por el letrado don J.; se pronuncia la presente 
sentencia, de conformidad con los siguientes: 
 

I. ANTECEDENTES DE HECHO 
 
PRIMERO.- Recibidas en este Departamento 2º de Enjuiciamiento las Actuaciones Previas n.º 
1026/2022, que tienen su origen en el escrito presentado por la Diputada Delegada del Área de 
Cohesión Territorial de la Diputación Provincial de Sevilla, en el que se ponían de manifiesto 
presuntas irregularidades en la gestión de una subvención cofinanciada por la Diputación 
Provincial de Sevilla y la Junta de Andalucía que fue otorgada al Ayuntamiento de Burguillos 
(Sevilla), por un importe 
63.000 euros, para financiar el coste de los materiales para la realización de la obra denominada 
“Centro de Iniciativas Locales de Empleo”, dentro del “Plan de Empleo Estable del PFEA 2015”. 
Mediante Auto de fecha 7 de diciembre de 2023, se procedió a anunciar mediante edictos los 
hechos supuestamente motivadores de responsabilidad contable, y a emplazar al Ministerio Fiscal, 
la Junta de Andalucía, la Diputación Provincial de Sevilla y el Ayuntamiento de Burguillos, a fin de 
que pudieran comparecer en autos personándose en forma en el plazo común de nueve días. Los 
edictos fueron publicados en el Tablón de Anuncios del Tribunal de Cuentas, el 5 de febrero de 
2024; y en el Tablón Edictal Judicial Único del Boletín Oficial del Estado, el 19 de febrero de 2024. 
SEGUNDO. - Por Diligencia de Ordenación de 12 de marzo de 2024, se dio traslado a los sujetos 
legitimados activamente para ejercitar acciones de responsabilidad contable, a fin de que pudieran 
deducir, en su caso, demanda de reintegro por alcance en el plazo de veinte días. 
TERCERO. - Con fecha 15 de abril de 2024, la letrada de la Diputación Provincial de Sevilla presentó 
escrito en el que indicó que no procedería a presentar escrito de demanda. 
CUARTO. - Mediante escrito de fecha 16 de abril de 2024, el Ayuntamiento de Burguillos formuló 
demanda contra don V., siendo la pretensión deducida la de que se declarase la existencia de un 
alcance a los fondos públicos municipales, por un importe total de 131.800,86 euros, y que se 
condenase al demandado a su reintegro, más los correspondientes intereses legales devengados, 
con expresa condena en costas. 
QUINTO. - La Junta de Andalucía no presento escrito alguno dentro del plazo conferido por la 
precitada Diligencia de Ordenación de 12 de marzo de 2024. 
SEXTO. - Por Decreto de fecha 6 de junio de 2024, se admitió a trámite la demanda del 
Ayuntamiento de Burguillos y se dio traslado de la misma al Ministerio Fiscal a fin de que, en el 
plazo de veinte días, manifestase si se adhería o no a las pretensiones de la demandante, en todo 
o en parte, y, en su caso, formulase las que estimase procedentes. Asimismo, se dio traslado del 
escrito de demanda al demandado, con la advertencia de que el emplazamiento para formular 
contestación se realizaría mediante resolución posterior, una vez cumplimentado el precitado 
trámite por el Ministerio Fiscal. A su vez, mediante la precitada resolución, se tuvo por apartados 
del presente Procedimiento de Reintegro por Alcance nº 135/2023 a la Junta de Andalucía y a la 
Diputación Provincial de Sevilla. 
SÉPTIMO. - Con fecha 3 de julio de 2024, el Ministerio Fiscal presentó escrito manifestando su 
intención de no formular demanda en el presente proceso contable. 
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OCTAVO. - Por Diligencia de Ordenación de fecha 30 de septiembre de 2024, se dio traslado a las 
partes del escrito del Fiscal y se emplazó al demandado, a fin de que en el plazo de veinte días 
pudiera presentar escrito de contestación a la demanda del Ayuntamiento de Burguillos; asimismo, 
se resolvió dar audiencia a las partes por un plazo común de cinco días para que se pronunciasen 
sobre la cuantía del procedimiento de reintegro por alcance. 
NOVENO. - Mediante Decreto de 9 de diciembre de 2024, se declaró en rebeldía a don V. con los 
efectos legalmente aparejados a dicha situación; asimismo, se declararon precluidos para don V. 
los trámites de contestación a la demanda y alegaciones para la fijación de la cuantía del 
procedimiento, que fueron conferidos mediante la anterior Diligencia de ordenación de fecha 30 
de septiembre de 2024. 
DÉCIMO. - Mediante escrito presentado el 22 de enero de 2025, el letrado don J. manifestó que se 
personaba en las presentes actuaciones en representación del demandado don V., e interpuso 
recurso de reposición contra el citado Decreto de 9 de diciembre de 2024. 
UNDÉCIMO. - Por Diligencia de Ordenación de 14 de febrero de 2025, se concedió a la parte 
demandada el plazo de diez días para subsanar el defecto de la falta de acreditación de la 
representación procesal invocada por el letrado don J. en el precitado escrito presentado el día 22 
de enero de 2025. 
DUODÉCIMO. - Mediante Diligencia de Ordenación de fecha 23 de mayo de 2025, habiendo 
transcurrido el plazo de subsanación conferido en la anterior Diligencia de ordenación de 14 de 
febrero de 2025, sin que se hubiese subsanado el defecto de acreditación de la postulación 
procesal de la parte demandada, se procedió a inadmitir el escrito de fecha 22 de enero de 2025 
presentado por el letrado don J., al no estar debidamente acreditada en autos la representación 
procesal que en dicho escrito se invocaba, y, consiguientemente, se tuvo por no interpuesto el 
recurso de reposición, quedando así firme el Decreto de fecha 9 de diciembre de 2024. 
DECIMOTERCERO. - Mediante Auto de fecha 15 de septiembre de 2025, se fijó la cuantía del 
procedimiento en CIENTO TREINTA Y UN MIL OCHOCIENTOS EUROS CON OCHENTA Y SEIS 
CENTIMOS (131.800,86 €). 
DÉCIMOCUARTO - Por Diligencia de Ordenación de 23 de mayo de 2025, se convocó a las partes a 
la celebración del acto de la audiencia previa el día 13 de noviembre de 2025. 
La audiencia previa se celebró en la fecha señalada, compareciendo los letrados del Ayuntamiento 
de Burguillos y de don V., sin que lo hiciera el Ministerio Fiscal. El letrado de la parte demandada 
solicitó la suspensión del acto y la nulidad de las actuaciones alegando deficiencias en las 
notificaciones realizadas en el procedimiento al Sr. V. que, a su juicio, le habrían causado 
indefensión. 
La solicitud de suspensión del acto de la audiencia previa fue desestimada, advirtiéndose que la 
cuestión planteada sobre la supuesta indefensión sufrida por el demandado se resolvería por 
escrito, con posterioridad a la celebración de dicho acto. 
Posteriormente, las partes realizaron la proposición de la prueba. Se admitieron los medios de 
prueba que el tribunal estimó útiles y pertinentes, desarrollándose todo ello conforme a lo que 
resulta de la grabación del acto obrante en las actuaciones. 
DECIMOQUINTO.- Mediante Auto de fecha 20 de noviembre de 2025, se desestimó la solicitud de 
nulidad de actuaciones formulada en la audiencia previa por el letrado de don V. 
DECIMOSEXTO.- Por Diligencia de Ordenación de 1 de diciembre de 2025, se dio traslado a las 
demás partes del recurso de reposición interpuesto por la representación procesal del Sr. V. contra 
el precitado Auto de fecha 20 de noviembre de 2025, a efectos de su posible impugnación. 
Mediante escrito de fecha 10 de diciembre de 2025, la representación procesal del Ayuntamiento 
de Burguillos procedió a impugnar el recurso de reposición. 
DECIMOSÉPTIMO.- Por Auto de fecha 20 de enero de 2026, se desestimó el recurso de reposición 
interpuesto por la representación procesal de don V. contra el Auto de 20 de noviembre de 2025, 
que se confirmó en su integridad. 
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DECIMOCTAVO.- Mediante Providencia de fecha 11 de febrero de 2026, se resolvió que las partes 
formulasen sus conclusiones por escrito. Las partes demandante y demandada presentaron 
sucesivamente sus escritos de conclusiones, en fechas 26 de febrero y 28 de marzo de 2026, 
respectivamente. 
En el escrito de conclusiones del Ayuntamiento de Burguillos, se cifró definitivamente en 
140.687,83 euros la reclamación de responsabilidad contable dirigida contra don V., de acuerdo 
con el contenido de la Resolución de la Diputación Provincial de Sevilla, de fecha 3 de septiembre 
de 2024 (posterior a la demanda), por la que se acordó el reintegro parcial de la subvención 
concedida a dicha Corporación municipal, y que se admitió como prueba documental aportada por 
la representación procesal del Ayuntamiento de Burguillos en el acto de la audiencia previa. 
DECIMONOVENO.- Mediante Diligencia de Ordenación de fecha 5 de mayo de 2026, se declararon 
los autos conclusos para dictar sentencia. 
 

II. HECHOS PROBADOS 
 
PRIMERO. - En el marco del “Programa de Fomento de Empleo Agrario 2015” -en adelante, P.F.E.A. 
2015-, por Resolución del Servicio Público de Empleo Estatal 
-SEPE- de fecha 19 de octubre de 2015, se concedió al Ayuntamiento de Burguillos una subvención, 
por importe de 157.500 euros, a efectos de financiar el coste salarial total, por todos los conceptos 
derivados de la contratación de los trabajadores desempleados (45 cualificados y 154 no 
cualificados), para realizar la obra de interés general y social denominada (PEE) CENTRO PARA 
INICIATIVAS LOCALES DE EMPLEO (documento 2 aportado con el escrito de demanda del 
Ayuntamiento de Burguillos). 
SEGUNDO.- Asimismo, por Resolución de la Diputación Provincial de Sevilla, de fecha 16 de junio 
de 2016, también se concedió al Ayuntamiento de Burguillos otra subvención, cofinanciada por la 
Junta de Andalucía y por importe de 63.000 euros, a efectos de financiar el coste de los materiales 
para la realización de la precitada obra de interés general y social (documento 4 aportado con el 
escrito de demanda del Ayuntamiento de Burguillos). 
TERCERO.- Don V., en su condición de alcalde de Burguillos, remitió escrito de fecha 28 de octubre 
de 2026 al director Provincial del SEPE, por el que comunicaba lo siguiente: “una vez finalizadas las 
obras y servicios del programa de empleo estable del PFEA 2015 denominado «Centro para 
iniciativas locales de empleo», y, atendiendo al plazo de presentación de documentación 
establecido en Resolución de otorgamiento de subvención, remito la siguiente documentación: 
Certificado de pago final (2 ejemplares); Informe de fin de obra (ANEXOI II). (2 ejemplares)”. Ambos 
certificados, de igual fecha 28 de octubre de 2026, también estaban suscritos con el V.º B.º del 
demandado junto a la firma del Interventor municipal y del arquitecto colegiado autor del proyecto 
y director de la obra, respectivamente (documentos 88 y 89 del bloque documental 10 que se 
aporta con la demanda). 
CUARTO.- Asimismo, el Sr. V. remitió otro escrito de fecha 4 de noviembre de 2026 a la Diputación 
Provincial de Sevilla, comunicando que procedía a aportar la documentación justificativa de la 
subvención para materiales de proyectos de obras y servicios afectados en el P.F.E.A. 2015, 
respecto de la obra denominada “Centro para iniciativas locales de empleo”. Junto con dicha 
comunicación remitió certificado final de obra del Interventor municipal, de igual fecha 4 de 
noviembre de 2026, así como el citado informe final de obra del arquitecto colegiado autor del 
proyecto y director de la obra, de fecha 28 de octubre de 2026; ambos documentos estaban 
suscritos con el V.º B.º del demandado (documento 92 del bloque documental 10 que se aporta 
con la demanda). 
QUINTO.- En el informe o certificado final de obra del arquitecto colegiado autor del proyecto y 
director de la obra, de fecha 28 de octubre de 2026, suscrito con el V.º B.º del demandado, se hacía 
constar expresamente que la edificación ejecutada había sido realizada según el proyecto 
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aprobado y la documentación técnica que lo desarrollaba, que había redactado dicho arquitecto 
(documento 88 del bloque documental 10 que se aporta con la demanda). 
Posteriormente, ese mismo arquitecto colegiado remitió a la Gerencia de Urbanismo del 
Ayuntamiento de Burguillos un documento de fecha 2 de noviembre de 2026, en el que 
manifestaba que procedía a subsanar su anterior certificado de fin de obras, de fecha 28 de octubre 
de 2016, haciendo constar que las obras no se ejecutaron en su totalidad, y aclarando “las unidades 
de obra realmente ejecutadas” (documento 91 del bloque documental 10 que se aporta con la 
demanda). 
Este documento subsanatorio, de fecha 2 de noviembre de 2026, no fue aportado por el 
demandado ni al SEPE ni a la Diputación Provincial de Sevilla. 
SEXTO.- Mediante Resolución de incumplimiento de fecha 15 de marzo de 2017, firmada por el 
director Provincial del SEPE, se declaró “la obligación del Ayuntamiento de Burguillos de reintegrar 
la cantidad de setenta y siete mil novecientos ochenta y un euros con ocho céntimos (77.981,08 €) 
correspondiendo 76.979, 29 euros, en concepto de principal, y 1.001,79 euros en concepto de 
liquidación del interés de demora, cuantificado en la forma indicada en el artículo 38.2 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre” (documento 93 del bloque documental 10 aportado con el escrito 
de demanda). 
SÉPTIMO.- Por Resolución del director general del SEPE, de fecha 23 de mayo de 2017, se acordó 
conceder al Ayuntamiento de Burguillos el aplazamiento y fraccionamiento de pago de la deuda, 
por importe de 77.981,08 euros, incrementada en 2.803,98 euros por intereses de demora, desde 
la fecha de la solicitud de dicho aplazamiento y fraccionamiento hasta las fechas de vencimiento 
fijadas en la propia resolución, lo que ascendía a un importe total de 80.785,06 euros (documento 
94 del bloque documental 10 aportado con el escrito de demanda). 
OCTAVO.- Conforme se recoge en el apartado sexto del informe de fecha 19 de diciembre de 2022, 
emitido por el director provincial del SEPE a solicitud del delegado instructor de las Actuaciones 
Previas n.º 1026/2022 (documento 5 aportado con el escrito de demanda del Ayuntamiento de 
Burguillos), “[…] se dicta por la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal, Resolución 
por la que se acuerda el aplazamiento y fraccionamiento de la misma, resultando como 
consecuencia de todo ello, con posterioridad, amortizadas las cantidades adeudadas, en los plazos 
fijados con los intereses correspondientes, poniéndose con ello fin al procedimiento entablado 
contra la entidad local por los motivos considerados”. En este sentido, también constan en las 
actuaciones los justificantes de las distintas transferencias efectuadas por el Ayuntamiento de 
Burguillos al SEPE, hasta completar el reintegro total de la citada cantidad de 80.785,06 euros (AP 
1026/2022, PDF 17, Anexo 10). 
NOVENO.- Por Resolución de 3 de septiembre de 2024, la Diputación Provincial de Sevilla acordó 
el reintegro parcial de la subvención concedida al Ayuntamiento de Burguillos por Resolución de 
fecha 16 de junio de 2016, cifrando dicho reintegro en un importe de 30.791,2 euros en concepto 
de principal, y de 9.255, 57 euros en concepto de intereses de demora (documento n.º 1 aportado 
como prueba documental por la letrada del Ayuntamiento de Burguillos en el acto de la audiencia 
previa). 
Mediante Resolución de 6 de noviembre de 2024, la Diputación Provincial de Sevilla desestimó el 
recurso de reposición formulado por el Ayuntamiento de Burguillos contra la precitada Resolución 
de 3 de septiembre de 2024 (documento n.º 2 aportado como prueba documental por la letrada 
del Ayuntamiento de Burguillos en el acto de la audiencia previa). 
Por la representación procesal del Ayuntamiento de Burguillos se interpuso recurso contencioso-
administrativo contra la citada Resolución de 6 de noviembre de 2024 de la Diputación Provincial 
de Sevilla, que recayó en el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 de Sevilla, dando lugar 
al Procedimiento Ordinario 414/2024, que actualmente se encuentra en tramitación (documentos 
n.º 3, 4 y 5 aportados por la letrada del Ayuntamiento de Burguillos en el acto de la audiencia 
previa). 
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DÉCIMO.- Con fecha 12 de marzo de 2020, se produjo el desplome del testero este (de 30 metros 
de longitud y 5 de altura) de la obra denominada “Centro para iniciativas locales de empleo”, del 
municipio de Burguillos. Como consecuencia de lo anterior, con fecha 8 de abril de 2021, el 
arquitecto técnico municipal del Ayuntamiento de Burguillos emitió un “Informe Técnico Pericial 
sobre la situación del cerramiento perimetral y el sistema de ejecución del muro lateral de la nave 
municipal (Centro Iniciativa de Empleo), en la calle Jazmín n.º 2, esquina con calle Enebro, 
Burguillos, Sevilla”. En las páginas 18 y 19 de este informe, se realiza una valoración económica de 
la “Construcción del nuevo cerramiento”, detallando los concretos trabajos que serían necesarios 
realizar en el futuro para la construcción de un nuevo cerramiento, y concluyendo que el 
presupuesto aproximado para pagar esos trabajos futuros sería de 19.856 euros, IVA incluido 
(documento 96 del bloque documental 10 adjunto a la demanda). 
UNDÉCIMO.- Por los mismos hechos enjuiciados en el presente Procedimiento de Reintegro por 
Alcance n.º B135/2023, se incoaron ante la jurisdicción penal las Diligencias Previas n.º 733/2021, 
en virtud de Auto de fecha 26 de abril de 2021, dictado por el Juzgado de Instrucción n.º 15 de 
Sevilla (TOMO 1PDF en documento 35 AP 1026/2022, carpeta DP 733-2021), a la vista de la 
denuncia del Ayuntamiento de Burguillos dirigida contra don V. y otros, atribuyéndoles la comisión 
de los presuntos delitos continuados de prevaricación, malversación de caudales públicos, tráfico 
de influencias, fraude en la contratación y falsedad documental. 
DUODÉCIMO.- Con fecha 26 de octubre de 2021, compareció en las precitadas actuaciones penales 
don V. en calidad de denunciado, siendo instruido de la existencia y objeto de las referidas 
diligencias previas, y haciéndosele entrega de la denuncia del Ayuntamiento de Burguillos y de la 
documentación adjunta a la misma. El Sr. V. manifestó quedar enterado y procedió a designar 
abogado y procurador para su defensa; todo ello, conforme consta en la diligencia de 
comparecencia ante el Letrado de la Administración de Justicia del referido Juzgado de Instrucción 
(v. páginas 429-430 del TOMO 1PDF en documento 35 AP 1026/2022, carpeta DP 733-2021). 
 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
PRIMERO. - Mediante escrito de fecha 16 de abril de 2024, el Ayuntamiento de Burguillos formuló 
demanda contra don V., siendo la pretensión deducida la de que se declarase la existencia de un 
alcance a los fondos públicos municipales, por un importe total de 131.800,86 euros, y que se 
condenase al demandado a su reintegro, más los correspondientes intereses legales devengados, 
con expresa condena en costas. 
Según la demanda, la reclamación de responsabilidad contable se basa en las presuntas 
irregularidades en la gestión de las subvenciones concedidas al Ayuntamiento de Burguillos, dentro 
del P.F.E.A. 2015, tanto por el SEPE como por la Diputación Provincial de Sevilla, con la finalidad de 
financiar, respectivamente, el coste de la mano de obra (157.500 euros) y el coste de los materiales 
(63.000 euros) para la realización de la obra denominada (PEE) CENTRO PARA INICIATIVAS LOCALES 
DE EMPLEO. 
En la demanda se advierte que, por los mismos hechos enjuiciados en el presente proceso contable 
-aparte de por otros hechos distintos- se han tramitado ante la jurisdicción penal las Diligencias 
Previas n.º 733/2021, que fueron incoadas por Auto de fecha 26 de abril de 2021, del Juzgado de 
Instrucción n.º 15 de Sevilla, dictado a la vista de la denuncia del Ayuntamiento de Burguillos 
dirigida contra don V. y otros, atribuyéndoles la comisión de los presuntos delitos continuados de 
prevaricación, malversación de caudales públicos, tráfico de influencias, fraude en la contratación 
y falsedad documental; además, se añade que se ha dictado Auto de sobreseimiento provisional y 
archivo, de fecha 22 de diciembre de 2023, que no tiene carácter firme por cuanto está pendiente 
de resolución el recurso de apelación interpuesto por el Ayuntamiento de Burguillos contra esta 
resolución judicial. 
Partiendo de los hechos que ya fueron puestos de manifiesto por el Ayuntamiento de Burguillos 
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en la referida causa penal, en síntesis, su demanda de responsabilidad contable se fundamenta en 
los siguientes hechos: 
- En el marco del P.F.E.A. 2015, por Resolución del SEPE de fecha 19 de octubre de 2015, se 
concedió al Ayuntamiento de Burguillos una subvención, por importe de 157.500 euros, a efectos 
de financiar el coste salarial total, por todos los conceptos derivados de la contratación de los 
trabajadores desempleados (45 cualificados y 154 no cualificados), para realizar la obra de interés 
general y social denominada (PEE) CENTRO PARA  INICIATIVAS  LOCALES  DE  EMPLEO  -en  
adelante,  CILE-; asimismo, por Resolución de la Diputación Provincial de Sevilla, de fecha 16 de 
junio de 2016, se concedió al Ayuntamiento de Burguillos otra subvención, cofinanciada por la 
Junta de Andalucía y por importe de 63.000 euros, a efectos de financiar el coste de los materiales 
para la realización de la precitada obra de interés general y social. 
- El plazo máximo para ejecutar las obras de realización del CILE vencía el 30 de septiembre de 
2016. 
- Las obras sólo se ejecutaron parcialmente. Según informe emitido por el SEPE, tras inspección 
realizada a la obra, sólo se ejecutó el 50,8% de la misma. Sin embargo, don V., en su condición de 
alcalde, con la finalidad de justificar que la obra se había ejecutado en su totalidad y no tener que 
devolver el importe que no se había empleado en la obra, se valió de un certificado emitido por 
arquitecto colegiado, de fecha 28 de octubre de 2016, en el que se afirmaba que las obras se habían 
ejecutado en su totalidad (documento 88 del bloque documental 10 que se aporta con la 
demanda), pese a que el Sr. V. conocía que lo afirmado en dicho certificado resultaba incierto. 
- Fueron los técnicos del SEPE quienes descubrieron que las obras no se habían ejecutado, y 
acreditaron la irregularidad del referido certificado de fecha 28 de octubre de 2016, comprobando 
en la inspección a la obra que ésta sólo se había ejecutado en un 50,8%. 
- Cabe advertir que las citadas irregularidades no sólo se produjeron para sustanciar los 
expedientes de las Administraciones concedentes de subvención, sino que también se produjeron 
en las actuaciones desarrolladas con la Intervención municipal, a la que correspondía emitir 
informes acreditando que el dinero de la subvención se había destinado a los fines públicos 
previstos en la resolución de concesión. Para ello, se presentaron ante la Intervención municipal 
numerosas facturas de materiales que supuestamente correspondían a la obra, lo que era 
totalmente incierto. En este sentido, si sólo se había ejecutado el 50,8% de la obra, era imposible 
presentar facturas por el 100% de la misma. Sin embargo, la Intervención municipal validaba la 
totalidad de las facturas porque las mismas eran avaladas con la firma del alcalde o, en su caso, de 
un concejal. 
- Con fecha 16 de diciembre de 2016, el Director Provincial del SEPE acordó la incoación de un 
expediente para exigir el reintegro de las cuantías no destinadas al fin público previsto en la 
resolución de concesión de la subvención. El SEPE sólo solicitó el reintegro del importe 
correspondiente al coste de la mano de obra, no reclamando por el coste de los materiales de la 
obra, dado que ello correspondía a la Junta de Andalucía y a la Diputación de Sevilla. El expediente 
de reintegro incoado por el SEPE finalizó acordando la devolución de 76.679,29 euros de principal, 
más 1.001,79 euros de intereses. Para abonar el importe de la devolución, el SEPE concedió al 
Ayuntamiento de Burguillos un aplazamiento y fraccionamiento de pago, elevándose la cuantía a 
pagar a la cantidad total de 80.785,06 euros (Resoluciones del SEPE obrantes como documentos 
93 y 94 del bloque documental 10 que se aporta con la demanda). 
- En cuanto a la cantidad objeto de la subvención para financiar el coste de los materiales para la 
realización del CILE (63.000 euros), a la fecha de la demanda, no se había incoado expediente de 
reintegro por la Junta de Andalucía ni por la Diputación de Sevilla. 
- A todo lo anterior debe añadirse que, en marzo de 2020, se produjo el desplome del testero este 
del CILE (de 30 metros de longitud y 5 de altura). Según se afirma en la demanda, dicho desplome 
reveló que las obras de cimentación de la parte este del CILE tampoco se habían realizado, y 
conllevó que el Ayuntamiento de Burguillos tuviera que ejecutar las obras de levantamiento del 
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muro y de cimentación de la parte derrumbada, con un presupuesto de 19.856 euros, según se 
recoge en el informe de fecha 8 de abril de 2021 emitido por arquitecto técnico municipal, que se 
aporta con el escrito de demanda (documento 96 del bloque documental 10 adjunto a la 
demanda). 
En su escrito de conclusiones, la letrada del Ayuntamiento de Burguillos reitera de forma resumida 
el contenido de las pretensiones de su demanda, y precisa que, finalmente, por Resolución de 3 de 
septiembre de 2024, de la Diputación Provincial de Sevilla (documento n.º 1 aportado en el acto 
de la audiencia previa), también ha acordado el reintegro parcial de la subvención concedida, 
reclamando la cantidad de 30.791,2 euros en concepto de principal, y de 9.255, 57 euros en 
concepto de intereses de demora, lo que supone un total de 40.046,77 euros. Precisa que dicha 
resolución administrativa fue posteriormente confirmada por la Resolución de 6 de noviembre de 
2024, de la Diputación Provincial de Sevilla (documento n.º 2 aportado en el acto de la audiencia 
previa), que desestimó el recurso de reposición del Ayuntamiento de Burguillos; y, finalmente, 
añade que esta última resolución ha sido objeto de recurso contencioso-administrativo, del que 
conoce el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 de Sevilla, como Procedimiento 
Ordinario 414/2024, y que actualmente se encuentra en tramitación (documento n.º 3, 4 y 5 
aportados en el acto de la audiencia previa). 
Asimismo, añade que los hechos objeto de este procedimiento de reintegro por alcance n.º 
B135/2023 han quedado finalmente excluidos de las actuaciones penales seguidas ante el Juzgado 
de Instrucción n.º 15 de Sevilla (Diligencias Previas n.º 733/2021), al haberse dictado el Auto de 29 
de abril de 2024, de la Audiencia Provincial de Sevilla (Recurso de Apelación n.º 3802/2024; v. 
documento n.º 6 aportado en el acto de la audiencia previa), que si bien estima parcialmente el 
recurso de apelación del Ayuntamiento de Burguillos contra el Auto de sobreseimiento provisional 
y archivo, de fecha 22 de diciembre de 2023, ordenando que continúe la instrucción ante dicho 
juzgado en los concretos términos que recoge la Audiencia Provincial de Sevilla, no obstante, 
confirma el pronunciamiento de archivo del auto apelado respecto de los concretos hechos objeto 
de ese proceso contable, en aplicación del principio de intervención mínima de la jurisdicción penal 
(conforme a reiterada jurisprudencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, el Derecho Penal 
tiene un carácter subsidiario, aplicándose exclusivamente cuando no existan otros mecanismos de 
protección de bienes jurídicos), y por constar abierto ante el Tribunal de Cuentas el presente 
Procedimiento de Reintegro por Alcance n.º B135/2023 
Por todo lo anterior, la representación procesal del Ayuntamiento de Burguillos cifra finalmente el 
daño causado al patrimonio público municipal en un importe total de 140.687,83 euros, como 
resultado de sumar las siguientes cantidades: 80.785,06 euros (importe de la subvención 
finalmente reintegrado al SEPE por el ayuntamiento); 40.046,77 euros (suma del principal y los 
intereses de demora exigidos en la resolución de la Diputación Provincial de Sevilla, de 3 de 
septiembre de 2024, de reintegro parcial de la subvención concedida al ayuntamiento); y 19.856 
euros (importe presupuestado para las obras de cerramiento del testero este del CILE, según el 
informe del arquitecto municipal, de fecha 8 de abril de 2021). En consecuencia, pide que se 
condene reintegrar dicha cantidad total (140.687,83 euros) a don V., en su condición de alcalde en 
el momento de los hechos enjuiciados, por ser responsable de los mismos a título de vigilancia y 
observancia del cumplimiento de la legalidad (según las facultades establecidas en los artículos 
115 y 116 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades 
Locales), más los intereses legales devengados y las costas procesales. 
SEGUNDO. - En cuanto a don V., quien no ha formulado escrito de contestación a la demanda, a 
pesar de haber sido emplazado en debida forma para ello, resulta que, posteriormente, su 
representación letrada ha presentado escrito de conclusiones pidiendo la desestimación de la 
demanda con fundamento, en síntesis, en las siguientes causas de pedir: 
1. Nulidad de las actuaciones. El letrado del demandado insiste en que se ha producido un defecto 
insubsanable, al no haberse practicado las notificaciones al Sr. V. en el domicilio en el que figura 
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empadronado legalmente y donde reside junto a su familia, sino en el domicilio del padre del 
demandado. En este sentido, aduce que, “aunque se ha dicho en resoluciones anteriores que las 
notificaciones se han producido en los dos domicilios, podemos afirmar, sin temor a equivocación, 
que las notificaciones se han producido en el domicilio de la calle Real de Burguillos, lugar de 
residencia del padre de mi representado, quien para colmo de males se llama igual que mi 
mandante, Valentín López, y, además, las cartas vienen tan sólo con el primer apellido, por lo cual 
la confusión ha sido perfecta”; y añade que, “hasta la notificación de la situación de rebeldía 
mediante Decreto de fecha 9 de diciembre de 2024, la cual se produjo en la calle Portugal nº 5 de 
Burguillos, no se notificó en el domicilio correcto de su representado”. 
Por todo lo anterior, concluye afirmando que, a su juicio, la vulneración del artículo 24 de la 
Constitución Española es más que manifiesta, pues el derecho a la tutela judicial efectiva ha sido 
conculcando, por lo que corresponde declarar la nulidad del procedimiento. 
2. Ausencia de responsabilidad del demandado respecto de los hechos enjuiciados. Asimismo, 
considera acreditado que el demandado carecía de competencias en materia de obras, por cuanto 
dichas competencias “estaban incluidas en el área de urbanismo, algo de público y notorio 
conocimiento por todos los funcionarios del propio ayuntamiento”. 
3. Prescripción de la presunta responsabilidad contable de don V. El letrado del demandado 
sostiene que, teniendo en cuenta que las obras objeto de las subvenciones a que se refiere el 
presente proceso contable finalizaron entre octubre y noviembre de 2016, y el procedimiento 
fiscalizador se inició en diciembre de 2023, habría transcurrido en exceso el plazo de prescripción 
establecido en la D.A. 3ª de la LFTCu. 
4. Falta de concurrencia de los presupuestos legales y jurisprudenciales necesarios para la 
existencia de responsabilidad contable. Finalmente, tras realizar una exposición general sobre 
cuáles son los requisitos determinantes de la responsabilidad contable, concluye afirmando que, 
“en este caso, no concurren ninguno de los requisitos, por ello ni siquiera el Ministerio Fiscal ha 
encontrado atisbo alguno por el cual sostener la atribución de responsabilidad a mi mandante”. 
TERCERO. - Antes de proceder al examen de la posible concurrencia de los elementos 
determinantes de la responsabilidad contable del demandado, deben examinarse, con carácter 
previo, las cuestiones planteadas en el escrito de conclusiones de don V. relativas a la nulidad de 
actuaciones y a la prescripción de su presunta responsabilidad contable. 
A) En cuanto a la alegación de nulidad de actuaciones, la representación letrada del demandado 
se limita a reiterar en su escrito de conclusiones, esencialmente, las mismas alegaciones que ya 
realizó en el acto de la audiencia previa, y que fueron desestimadas motivadamente mediante Auto 
de fecha 20 de noviembre de 2025; posteriormente, volvió a reiterar dichas alegaciones en el 
escrito de recurso de reposición interpuesto contra la anterior resolución, que fue desestimado de 
manera igualmente motivada por Auto de fecha 20 de enero de 2026, confirmando íntegramente 
la resolución impugnada en todos sus extremos. 
Por lo anterior, en aras de garantizar el principio de economía procesal, y haciendo remisión a la 
fundamentación contenida en los citados Autos de fechas 20 de noviembre de 2025 y 20 de enero 
de 2026, procede desestimar la pretensión de nulidad de actuaciones formulada por la 
representación letrada de don V. 
B) En cuanto a la alegación de prescripción de la presunta responsabilidad contable de don V., en 
síntesis, la representación letrada del demandado aduce que el plazo de prescripción establecido 
en la D.A. 3ª de la LFTCu habría transcurrido en exceso, dado que las obras objeto de las 
subvenciones a que se refiere el presente proceso contable finalizaron entre octubre y noviembre 
de 2016, y el procedimiento fiscalizador se inició en diciembre de 2023. 
A la hora de analizar esta alegación, debe partirse tanto de la regulación contenida en la legislación 
vigente como de la interpretación que de la misma ha venido realizando reiteradamente la 
jurisprudencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo y la doctrina de la Sala de Justicia del 
Tribunal de Cuentas. 
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En primer lugar, en relación con las actuaciones que pueden interrumpir el plazo de prescripción 
de las responsabilidades contables, el apartado 3º de la Disposición Adicional Tercera de la LFTCu 
establece lo siguiente: 
"El plazo de prescripción se interrumpirá desde que se hubiese iniciado cualquier actuación 
fiscalizadora, procedimiento fiscalizador, disciplinario, jurisdiccional o de otra naturaleza que 
tuviera por finalidad el examen de los hechos determinantes de la responsabilidad contable y 
volverá a correr de nuevo desde que dichas actuaciones o procedimientos se paralicen o terminen 
sin declaración de responsabilidad". 
Pues bien, para que se pueda producir el efecto interruptor que prevé el precepto no basta con 
que se haya producido alguna de las referidas actuaciones antes de que se complete el plazo de 5 
años del apartado 1º de la citada D.A., sino que es necesario también -como confirma de manera 
abrumadora tanto la doctrina de la Sala de Justicia de este Tribunal de Cuentas como la 
jurisprudencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo-, que la existencia de dichas actuaciones 
sea conocida por el sujeto de cuya presunta responsabilidad contable se trata, bien porque se le 
haya efectuado alguna notificación formal de las mismas, bien porque resulte acreditado que por 
cualquier otra vía haya tenido conocimiento de ellas, de tal manera que la fecha a tener en cuenta 
a efectos de interrupción de la prescripción no es la de la incoación de las actuaciones a que se 
refiere el apartado 3º de la D.A. 3ª LFTCu, sino la fecha en que la persona cuya responsabilidad 
contable se reclama ha tenido conocimiento -formal o informal, pero efectivo- de la existencia de 
dichas actuaciones. 
Como se acaba de indicar ut supra, la exigencia de conocimiento personal por el interesado de las 
actuaciones que interrumpen el plazo de prescripción de las responsabilidades contables ha sido 
reiteradamente puesta de manifiesto tanto por la doctrina de la Sala de Justicia del Tribunal de 
Cuentas como por la jurisprudencia de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal 
Supremo. 
Sin ánimo exhaustivo, pueden citarse las Sentencias de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 28 
de febrero de 2013 (Roj: STS 1593/2013); 23 de diciembre de 2013 (Roj: STS 6488/2013); 4 de 
febrero de 2014 (Roj: STS 1042/2014); 21 de enero de 2015 (Roj: STS 159/2015); y 25 de febrero 
de 2016 (Roj): STS 780/2016). En todas estas resoluciones judiciales se fijan la siguiente doctrina -
con referencia al necesario conocimiento del inicio de las actuaciones fiscalizadoras del Tribunal 
de Cuentas-, pero analógicamente aplicable al conocimiento de cualquiera de las otras actuaciones 
interruptoras de la prescripción a que hace referencia el apartado 3º de la D.A. 3ª LFTCu: 
“[…] Efectivamente el conocimiento personal de cualquier actuación pública interruptora de la 
prescripción es una garantía para dar satisfacción al principio de seguridad jurídica (artículo 9.3 
CE), y hace necesario que la iniciación de los procedimientos de fiscalización del Tribunal de 
Cuentas, que puedan derivar en posibles procedimientos ulteriores correspondientes a su función 
de enjuiciamiento contable, se comuniquen personalmente a todos los miembros y componentes 
de las entidades, corporaciones, organismos y sociedades del sector público que sean sometidas a 
fiscalización y puedan ser declarados incursos en responsabilidad contable como consecuencia del 
resultado de esa fiscalización. 
Pero también debe subrayarse que ese conocimiento podrá tener lugar bien a través de la 
notificación formal y personal de la actuación interruptora a todos esos miembros (que será el 
instrumento más idóneo y seguro), bien a través de cualquier otro hecho o circunstancia que 
permita formar la razonable convicción de que ese conocimiento efectivamente tuvo lugar. Así lo 
impone la especial ponderación del sacrificio del valor justicia que toda prescripción extintiva 
conlleva en aras de la seguridad jurídica, y así lo viene a confirmar el artículo 132 (apartados 2 y 3) 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Común [LRJ/PAC], que, en orden a la interrupción de las infracciones 
administrativas y sus sanciones, se refiere únicamente al «conocimiento del interesado» […]”. 
Como no podía ser de otra forma, la doctrina de la Sala de Justicia de este Tribunal de Cuentas 
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aplica la anterior jurisprudencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, exigiendo el conocimiento 
por parte del interesado de la actuación que interrumpe la prescripción. Asimismo, sin ánimo 
exhaustivo, pueden citarse las Sentencias de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas 9/2024, de 
27 de julio; 3/2024, de 14 de marzo; 6/2022, de 11 de mayo; 5/2022, de 11 de mayo; 7/2021, de 
23 de julio; 12/2020, de 6 de julio; 3/2019, de 16 de mayo; y 8/2016, de 18 de julio. 
Para aplicar adecuadamente la precitada doctrina jurisprudencial al supuesto de autos, debe 
partirse de cuál es el concreto objeto enjuiciado en el presente Procedimiento de Reintegro por 
Alcance n.º B-135/23, ya que la regulación que se contiene en el apartado 3º de la D.A. 3ª LFTCu 
exige que las actuaciones interruptoras del plazo de prescripción “tuvieran por finalidad el examen 
de los hechos determinantes de la responsabilidad contable”. En este sentido, conforme al 
contenido de la demanda deducida por el Ayuntamiento de Burguillos, dicho objeto es el que se 
ha sintetizado en el fundamento jurídico primero de la presente resolución. Pues bien, tal y como 
se recoge en el precitado fundamento, por los mismos hechos enjuiciados en el presente proceso 
contable -aparte de por otros hechos distintos-se han tramitado ante la jurisdicción penal las 
Diligencias Previas n.º 733/2021, que fueron incoadas por Auto de fecha 26 de abril de 2021, del 
Juzgado de Instrucción n.º 15 de Sevilla, dictado a la vista de la denuncia del Ayuntamiento de 
Burguillos dirigida contra don V. y otros, atribuyéndoles la comisión de los presuntos delitos 
continuados de prevaricación, malversación de caudales públicos, tráfico de influencias, fraude en 
la contratación y falsedad documental (TOMO 1PDF en documento 35 AP 1026/2022, carpeta DP 
733-2021). 
Efectivamente, en las páginas 32 a 35 de la citada denuncia, bajo el epígrafe “V.- OBRAS PFEA. 1.- 
PFEA 2015 - PLAN GENERADOR DE EMPLEO ESTABLE” , se 
ponen de manifiesto exactamente los mismos hechos que se enjuician en la presente causa 
contable. Pues bien, durante la tramitación de las citadas Diligencias Previas n.º 733/2021, previa 
citación del Juzgado de Instrucción n.º 15 de Sevilla, resulta acreditado que, con fecha 26 de 
octubre de 2021, compareció en las actuaciones penales don V. en calidad de denunciado, siendo 
instruido de la existencia y objeto de las referidas diligencias previas, y haciéndosele entrega de la 
denuncia del Ayuntamiento de Burguillos y de la documentación adjunta a la misma. El Sr. V. 
manifestó quedar enterado y procedió a designar abogado y procurador para su defensa; todo ello, 
conforme consta en la diligencia de comparecencia ante el Letrado de la Administración de Justicia 
del referido Juzgado de Instrucción (v. páginas 429-430 del TOMO 1PDF en documento 35 AP 
1026/2022, carpeta DP 733-2021). 
Por lo anterior, debe concluirse lo siguiente: 
1. Que, con fecha 26 de octubre de 2021, don V. tuvo pleno conocimiento del contenido de la 
denuncia y la documentación presentados por el Ayuntamiento de Burguillos, que dieron origen a 
la incoación de las Diligencias Previas n.º 733/2021, por Auto de fecha 26 de abril de 2021, del 
Juzgado de Instrucción n.º 15 de Sevilla. 
2. Que dicha denuncia tenía por objeto los mismos hechos que se recogen el escrito de demanda 
del Ayuntamiento de Burguillos presentado en el presente Procedimiento de Reintegro por 
Alcance n.º B135/2023. 
3. Que, tal y como reconoce la propia representación procesal del demandado, las obras 
financiadas con las subvenciones a que se refiere el presente proceso contable finalizaron entre 
octubre y noviembre de 2016. Efectivamente, consta en las actuaciones escrito de fecha 28 de 
octubre de 2026, firmado por el propio Sr. V., en su condición de alcalde, por el que comunicaba 
al director Provincial del SEPE que, “una vez finalizadas las obras y servicios del programa de 
empleo estable del PFEA 2015 denominado «Centro para iniciativas locales de empleo», y, 
atendiendo al plazo de presentación de documentación establecido en Resolución de 
otorgamiento de subvención, remito la siguiente documentación: Certificado de pago final (2 
ejemplares); Informe de fin de obra (ANEXOI II). (2 ejemplares)”. 
Ambos certificados, de igual fecha 28 de octubre de 2026, también estaban suscritos con el V.º B.º 
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del demandado junto a la firma del Interventor municipal y del arquitecto colegiado autor del 
proyecto de obra, respectivamente (documento 89 del bloque documental 10 que se aporta con 
la demanda) 
Asimismo, también consta escrito de fecha 4 de noviembre de 2026, firmado por el Sr. V., por el 
que comunicaba a la Diputación Provincial de Sevilla que procedía a aportar la documentación 
justificativa de la subvención para materiales de proyectos de obras y servicios afectados en el 
P.F.E.A. 2015, respecto de la obra denominada “Centro para iniciativas locales de empleo”. Junto 
con dicha comunicación remitió certificado final de obra del Interventor municipal, de igual fecha 
4 de noviembre de 2026, así como el citado informe final de obra del arquitecto colegiado autor 
del proyecto y director de la obra, de fecha 28 de octubre de 2026; ambos documentos estaban 
suscritos con el V.º B.º del demandado (documento 92 del bloque documental 10 que se aporta 
con la demanda). 
Por todo lo anterior, debe concluirse que el plazo de prescripción de la presunta responsabilidad 
contable de don V. se interrumpió el día 26 de octubre de 2021, cuando compareció como 
denunciado ante el Juzgado de Instrucción n.º 15 de Sevilla en las referidas Diligencias Previas n.º 
733/2021, sin que en dicha fecha hubiera transcurrido aún el plazo de cinco años previsto en el 
apartado 1º de la D.A. 3ª LFTCu, a contar desde el momento de la comisión de las presuntas 
irregularidades recogidas en el escrito de demanda del Ayuntamiento de Burguillos. 
En definitiva, habiendo resultado plenamente acreditado que don V. ha tenido el necesario 
conocimiento de una actuación interruptora del plazo de prescripción de su presunta 
responsabilidad contable, tal y como exige la regulación contenida en el apartado 3º de la D.A. 3ª 
LFTCu, en relación con la consolidada doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo y de la Sala de 
Justicia del Tribunal de Cuentas a la que se ha hecho referencia, y de conformidad con todos los 
razonamientos expuestos en el presente fundamento jurídico, se desestima la alegación de 
prescripción de la presunta responsabilidad contable de don V. 
CUARTO.- Conforme a reiterada doctrina de la Sala de Justicia (por todas, v. Sentencias n.º 8/2025, 
de 24 de noviembre; 13/2016, de 11 de octubre; 3/2009, de 24 de febrero), en aquellos casos en 
los que la acción contable se ejercite por la entidad pública beneficiaria de una subvención, 
fundamentando su pretensión en que, como consecuencia de la obligación de reintegrar -total o 
parcialmente-el importe de la misma, se habría producido un daño en su propio patrimonio público 
determinante de responsabilidad contable, procedería estimar esta pretensión siempre que se 
cumplieran los siguientes requisitos: 
1. Que la entidad pública beneficiaria haya realizado de manera efectiva el reintegro -total o 
parcial- de los fondos percibidos en concepto de subvención a la entidad pública concedente de la 
misma. Esto es, que se haya producido una salida de fondos públicos del patrimonio de la entidad 
pública beneficiaria para efectuar el reintegro -total o parcial- del importe de la subvención a la 
entidad pública concedente de la misma. Precisamente, será en este momento cuando se 
produzca, ex artículo 59.1, párrafo segundo, un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en el patrimonio de la entidad pública beneficiaria de la subvención (cuantificado 
en el importe del reintegro de la subvención); por lo tanto, a sensu contrario, no podrá considerase 
que exista ese daño efectivo, cuando no se haya llegado a producir esa salida de fondos públicos 
para efectuar el reintegro del importe de la subvención de que se trate. 
En este sentido, en la Sentencia n.º 13/2016, de 11 de octubre, se recoge expresamente que “El 
daño deriva de la salida de fondos municipales para el reintegro de la subvención”. En un mismo 
sentido, en la Sentencia n.º 3/2009, de 24 de febrero, se recoge expresamente lo siguiente: “La 
Agencia Tributaria, para cobrar el reintegro en vía ejecutiva, ha practicado retenciones contra el 
Ayuntamiento, a cuenta del Fondo Nacional de Cooperación Interterritorial […] perdió 
simultáneamente el derecho a disponer de ellos, pues se vio condenado a reintegrarlos, reintegro 
que ha sido igualmente efectivo […]”. 
2. Que, tras la concesión de la subvención, la entidad pública beneficiaria haya tenido que 
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reconocer obligaciones y/o efectuar pagos con cargo a su patrimonio, a efectos de poder realizar 
la actividad pública objeto de la subvención. Por el contrario, si no se hubiera verificado este hecho, 
resultaría acreditado que, realmente, la entidad pública beneficiaria de la subvención no 
necesitaba realizar la actividad pública objeto de la misma, y, en consecuencia, el reintegro de la 
subvención no generaría daño efectivo alguno para su patrimonio público. 
En este sentido, en la Sentencia n.º 13/2016, de 11 de octubre, se recoge expresamente que “la 
prestación para cuyo pago se había solicitado la subvención se realizó y tuvo que ser pagada, por 
lo que la pérdida de la subvención obligó al Ayuntamiento a emplear para dicho pago fondos 
previstos para otros fines públicos no realizados”. En un mismo sentido, en la otra Sentencia n.º 
3/2009, de 24 de febrero, se recoge expresamente lo siguiente: “Esta ayuda, por un importe de 
5000 euros, se pagó al Ayuntamiento el 31 de diciembre de 2002. Toda la suma, y otra adicional 
de 770,94 euros, dio lugar a obligaciones reconocidas tanto para el pago de nóminas (4.337,58 
euros), como para el de retenciones tributarias y de Seguridad Social (1.433,36 euros)”. 
3. Que exista una relación de causalidad entre el daño producido al patrimonio de la entidad 
pública beneficiaria de la subvención y la actuación del responsable contable, que haya dado lugar 
a que se proceda al reintegro del importe de la subvención por parte de la entidad pública 
concedente de la misma. 
4. Que dicha actuación del responsable contable haya sido desarrollada con dolo o, cuando menos, 
con negligencia grave; y que, además, suponga una vulneración de la normativa contable y 
presupuestaria que resulte de aplicación a la subvención de que se trate. 
QUINTO.- Una vez precisados los requisitos exigidos por la doctrina de esta Sala de Justicia para 
que proceda la declaración de responsabilidad contable por un daño causado en el patrimonio de 
la entidad pública beneficiaria de una subvención, derivado de la obligación de reintegrar -total o 
parcialmente- el importe de la misma, a continuación, procede examinar si dichos requisitos 
concurren, o no, en los supuestos que son objeto del presente proceso contable, comenzando por 
examinar el posible perjuicio causado al patrimonio público del Ayuntamiento de Burguillos, como 
consecuencia del reintegro parcial (por la cantidad total de 80.785,06 euros) de la subvención 
concedida inicialmente por el SEPE, mediante Resolución de fecha 19 de octubre de 2015, por la 
que se otorgó a dicho ayuntamiento una subvención por un importe total de 157.500 euros, con 
la finalidad de financiar el coste salarial total por todos los conceptos derivados de la contratación 
de los trabajadores desempleados (45 cualificados y 154 no cualificados), para realizar la obra de 
interés general y social denominada (PEE) CENTRO PARA INICIATIVAS LOCALES DE EMPLEO -CILE-. 
A) Primer requisito: salida de fondos públicos del patrimonio del Ayuntamiento de Burguillos 
para efectuar el reintegro parcial del importe de la subvención. 
Consta en las actuaciones que, por Resolución de incumplimiento de fecha 15 de marzo de 2017, 
firmada por el director Provincial del SEPE, se declaró “la obligación del Ayuntamiento de Burguillos 
de reintegrar la cantidad de setenta y siete mil novecientos ochenta y un euros con ocho céntimos 
(77.981,08 €) correspondiendo 76.979, 29 euros, en concepto de principal, y 1.001,79 euros en 
concepto de liquidación del interés de demora, cuantificado en la forma indicada en el artículo 
38.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre” (documento 93 del bloque documental 10 aportado 
con el escrito de demanda). De acuerdo con el hecho segundo de la precitada resolución 
administrativa, el incumplimiento detectado es la “ejecución parcial de la obra subvencionada”. A 
continuación, la resolución especifica las partidas y capítulos no ejecutados correspondientes al 
proyecto de la obra denominada “Centro para iniciativas locales de empleo”, n.º EXPED. 
41.019.15.1D.02, así como el coste total de mano de obra de las partidas no ejecutadas. 
Posteriormente, mediante Resolución del director general del SEPE, de fecha 23 de mayo de 2017, 
se acordó conceder al Ayuntamiento de Burguillos el aplazamiento y fraccionamiento de pago de 
la deuda, por importe de 77.981,08 euros, incrementada en 2.803,98 euros por intereses de 
demora, desde la fecha de la solicitud de dicho aplazamiento y fraccionamiento hasta las fechas 
de vencimiento fijadas en la propia resolución, lo que ascendía a un importe total de 80.785,06 
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euros (documento 94 del bloque documental 10 aportado con el escrito de demanda). 
En cuanto al reintegro total de la citada cantidad por parte del Ayuntamiento de Burguillos, en el 
apartado sexto del informe de fecha 19 de diciembre de 2022, emitido por el director provincial 
del SEPE a solicitud del delegado instructor de las Actuaciones Previas n.º 1026/2022 (documento 
5 aportado con el escrito de demanda del Ayuntamiento de Burguillos), se recoge lo siguiente: “[…] 
se dicta por la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal, Resolución por la que se 
acuerda el aplazamiento y fraccionamiento de la misma, resultando como consecuencia de todo 
ello, con posterioridad, amortizadas las cantidades adeudadas, en los plazos fijados con los 
intereses correspondientes, poniéndose con ello fin al procedimiento entablado contra la entidad 
local por los motivos considerados”. En este sentido, también constan en las actuaciones los 
justificantes de las distintas transferencias efectuadas por el Ayuntamiento de Burguillos al SEPE, 
hasta completar el reintegro total de la citada cantidad de 80.785,06 euros (v. AP 1026/2022, PDF 
17, Anexo 10). 
Por todo lo anterior, debe concluirse que, efectivamente, ha resultado probado que sí se produjo 
una salida de fondos públicos del patrimonio del Ayuntamiento de Burguillos, con la finalidad 
efectuar el reintegro parcial del importe de la subvención, por una cantidad total de 80.785,06 
euros (correspondiente al principal y a los intereses de demora calculados desde la fecha de la 
solicitud de aplazamiento y fraccionamiento de pago realizada por la Corporación municipal, hasta 
las fechas de vencimiento fijadas en la propia resolución del SEPE, de fecha 23 de mayo de 2017). 
B) Segundo requisito: tras la concesión de la subvención por el SEPE, el Ayuntamiento de Burguillos 
tuvo que realizar pagos con cargo a su patrimonio, a efectos de poder realizar la actividad pública 
objeto de la subvención. 
Consta en las actuaciones que, con fecha 28 de octubre de 2016, el Interventor del Ayuntamiento 
de Burguillos, con el visto bueno del alcalde (don V.), certificó el pago final de la obra 
subvencionada, en los siguientes términos (documento 89 del bloque documental 10 aportado con 
el escrito de demanda): 
“Que por el Ayuntamiento de Burguillos ha sido pagada la cantidad de Ciento cincuenta y seis mil 
quinientos ochenta y siete euros con sesenta y ocho céntimos de euros (156.587,68 €), que 
corresponde al costo salarial total, incluida la cotización empresarial a la Seguridad Social, de los 
trabajadores desempleados que ha participado en la realización de la obra CENTRO PARA 
INICIATIVAS LOCALES DE EMPLEO, de acuerdo con la Resolución de Otorgamiento de la Subvención 
de fecha 03/06/2015, por importe de Ciento cincuenta y siete mil quinientos euros (157.500,00 
€)”. 
En consecuencia, resulta acreditado que el Ayuntamiento de Burguillos pagó la cantidad total de 
156.587,68 euros para hacer frente al coste salarial total, incluida la cotización empresarial a la 
Seguridad Social, de los trabajadores desempleados que participaron en la realización de la obra 
subvencionada. 
Por lo anterior, teniendo en cuenta que, con posterioridad a ese pago de 156.587,68 euros, y en 
estricto cumplimiento de la Resolución del SEPE de fecha 15 de marzo de 2017, el Ayuntamiento 
de Burguillos tuvo que destinar la cantidad total de 80.785,06 euros a reintegrar parciamente la 
subvención de referencia, cuando dicha cantidad estaba prevista inicialmente para otros fines 
públicos de la Corporación que ya no llegarían a realizarse, debe concluirse que, de conformidad 
con la reiterada doctrina de la Sala de Justicia a la que se ha hecho referencia en el fundamento 
jurídico cuarto de la presente resolución, esa salida de fondos públicos, por la referida cantidad 
total de 80.785,06 euros, produjo un daño efectivo e individualizado en el patrimonio público 
municipal, ex artículo 59.1, párrafo segundo, de la LFTCu, al suponer una disminución injustificada 
de unos recursos públicos con los que el Ayuntamiento de Burguillos contaba inicialmente para 
destinarlos a otras finalidades de interés municipal que ya no llegarían a realizarse. 
C) Tercer requisito: concurrencia del resto de requisitos determinantes de responsabilidad 
contable en la actuación de don V. 
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Una vez puesta de manifiesto la existencia de un alcance a los fondos públicos del Ayuntamiento 
de Burguillos, que se cifra en la cantidad total de 80.785,06 euros, resta ahora analizar si en la 
conducta del demandado concurren los demás requisitos exigidos por la legislación vigente para 
que pueda ser declarado responsable contable y, así, responder de los perjuicios patrimoniales 
producidos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38, párrafo primero, de la Ley Orgánica 
2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas -LOTCU- y en el artículo 49.1 de la LFTCu, en 
relación la doctrina jurisprudencial emanada de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas 
(Sentencias de 29 de diciembre de 2004; 13 de marzo de 2005; 26 de marzo de 2005;18 de 
noviembre de 2010; o 1 de marzo de 2011). 
C1) En primer lugar, debe examinarse si concurre en el demandado la condición de “cuentadante 
o gestor de fondos públicos”. 
El artículo 55.2 de la LFTCu atribuye legitimación pasiva a “los presuntos responsables directos o 
subsidiarios, a sus causahabientes y a cuantas personas se consideren perjudicadas por el 
proceso”. 
A la hora de interpretar el precepto anterior, la doctrina de la Sala de Justicia viene identificando 
de manera reiterada la legitimación pasiva en un sentido amplio como aquella “condición de gestor 
de fondos públicos y cuentadante respecto a los mismos, posición que ostentan quienes, por tener 
encomendada bajo cualquier título la recaudación, intervención, administración, custodia, manejo 
o utilización de bienes, caudales o efectos públicos, tienen por ello la obligación de rendir cuenta 
del destino dado a tales fondos públicos que les fueron encomendados al ser ajenos, y, en clara 
correspondencia con el derecho del titular público de los citados fondos a exigir el conocimiento 
de cuál ha sido su destino, sin que ello sea equiparable a la presentación de los estados económico-
financieros formales para su aprobación” (Sentencias 9/2017, de 21 de marzo; 3/2012 de 12 de 
febrero; 18/2004 de 13 de septiembre; 1/2005 de 3 de febrero; 4/2006 de 29 de marzo y 15/1998 
de 25 de septiembre). 
Además, la Sala de Justicia vincula la condición de gestor de fondos públicos y cuentadante, de 
manera general, con la realización de una actividad gestora de bienes y derechos de titularidad 
pública que tenga su fundamento “en un vínculo jurídico funcionarial, laboral o administrativo” 
con el ente titular de los fondos públicos de que se trate (S. 15/2009, de 22 de julio; 13/2008, de 
20 de octubre; 27/2004, de 13 de diciembre). 
Conforme a la precitada doctrina, no cabe cuestionar la condición de cuentadante y gestor de 
fondos públicos que ostentaba don V. en el supuesto de autos, en atención a las competencias que 
le correspondían en su condición de alcalde del Ayuntamiento de Burguillos en las fechas en las 
que se produjeron los hechos objeto del presente procedimiento. 
En concreto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 21, apartado f, de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local, corresponde al alcalde el desarrollo de la gestión 
económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de los límites de su 
competencia, ordenar pagos y rendir cuentas; todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales. 
Deben ser desestimadas las alegaciones contenidas en el escrito de conclusiones del Sr. V., en 
virtud de las cuales se afirma que éste carecía de competencias en materia de obras, por cuanto 
dichas competencias “estaban incluidas en el área de urbanismo, algo de público y notorio 
conocimiento por todos los funcionarios del propio ayuntamiento”. 
Por un lado, de acuerdo con la prueba practicada en el presente procedimiento, ha quedado 
acreditado que, mediante resolución de la alcaldía del Ayuntamiento de Burguillos de fecha 30 de 
junio de 2016, de organización del gobierno municipal, fueron delegadas en uno de los concejales 
“las atribuciones específicas de las competencias” en materia de urbanismo sostenible, derecho a 
la vivienda y Hacienda; pero dicha resolución no acredita, en ningún caso, que se realizara 
delegación alguna respecto de la competencia en materia de obras municipales. Aparte de lo 
anterior, debe recordarse que, en todo caso, según lo establecido en el artículo 115 c) del 
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Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, los 
actos dictados por el órgano delegado en el ejercicio de las atribuciones delegadas se entienden 
dictados por el órgano delegante, y, en consecuencia, una hipotética delegación de las 
competencias referidas a las actuaciones objeto del presente procedimiento -lo cual, debe 
insistirse, no se ha probado-, tampoco eximiría de responsabilidad al demandado. 
Por otro lado, resulta determinante que ha quedado plenamente acreditado que don V. tuvo una 
intervención directa en las actuaciones de justificación de la subvención de referencia. En este 
sentido, dio el V.º B.º, con su firma y sello, tanto al certificado final de obra emitido por el 
arquitecto colegiado autor del proyecto, como a la certificación final de pagos respecto del coste 
salarial total de los trabajadores desempleados que participaron en la realización de la obra 
subvencionada; asimismo, suscribió el escrito de fecha 28 de octubre de 2016, dirigido al director 
provincial del SEPE, en el que indicaba que, una vez finalizada la obra denominada “Centro para 
iniciativas locales de empleo", procedía a aportar, dentro del plazo de justificación, el certificado 
de pago final y el informe de fin de obra (v. documentos 88 y 89 del bloque documental 10 
aportado con el escrito de demanda). 
C2) Relación de causalidad entre la conducta del demandado y el daño producido a los caudales 
públicos. En este sentido, existe una conexión directa entre el daño producido a los fondos públicos 
del Ayuntamiento de Burguillos y la actuación desarrollada por el demandado, respecto de la falta 
de justificación de las condiciones de la subvención concedida por el SEPE y la correlativa obligación 
de su reintegro parcial, sin que pueda apreciarse que haya existido ninguna circunstancia que haya 
producido la ruptura de dicho nexo causal. 
C3) Vulneración de la normativa presupuestaria y contable que resulta de aplicación al supuesto 
de autos, en concreto, respecto de lo establecido en el artículo 40 del texto refundido de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales, cuyo apartado 1º dispone que “las subvenciones de toda 
índole que obtengan las entidades locales, con destino a sus obras y servicios, no podrán ser 
aplicadas a atenciones distintas de aquellas para las que fueron otorgadas”. 
C4) Finalmente, se aprecia también en la actuación de don V. la concurrencia del elemento 
subjetivo de la responsabilidad contable. 
Efectivamente, mediante el conjunto de la prueba documental obrante en las actuaciones, ha 
quedado acreditado que el demandado tuvo una intervención directa en las actuaciones de 
justificación de la subvención de referencia, suscribiendo distintos documentos mediante los 
cuales justificaba el cumplimiento de las condiciones de la subvención concedida por el SEPE para 
financiar el coste salarial total la obra denominada “Centro para iniciativas locales de empleo" (v. 
documentos 88 y 89 del bloque documental 10 aportado con el escrito de demanda); y, además, 
que nunca llegó a remitir al SEPE ni la Diputación de Sevilla el documento de fecha 2 de noviembre 
de 2026, firmado por el arquitecto colegiado autor del proyecto y director de la obra, en el que 
manifestaba que procedía a subsanar su anterior certificado de fin de obras, de fecha 28 de octubre 
de 2016, haciendo constar que las obras no se ejecutaron en su totalidad, y aclarando “las unidades 
de obra realmente ejecutadas” (documento 91 del bloque documental 10 que se aporta con la 
demanda). El Sr. V., en su condición de alcalde del Ayuntamiento de Burguillos y a la vista de la 
documentación que obraba en su poder, era perfecto conocedor del estado de ejecución real de 
las obras, y, en consecuencia, fue totalmente responsable de la incorrecta gestión de la subvención 
de referencia; por lo tanto, debe concluirse que, relación con los hechos aquí enjuiciados, don V. 
incurrió, como mínimo, en negligencia grave en la gestión de los fondos públicos que tenían 
encomendada. 
A estos efectos hay que recordar que la reiterada doctrina de la Sala de Justicia del Tribunal de 
Cuentas viene afirmado que, por un lado, la diligencia exigible todo gestor de fondos públicos 
resulta “especialmente cualificada” como consecuencia de la naturaleza de los bienes y derechos 
que gestiona (por todas, v. Sentencias n.º 9/03, de 23 de julio; o n.º 12/2014, de 28 de octubre); y, 
por otro lado, que debe exigirse a los gestores de fondos públicos un “plus de diligencia” en el 
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manejo y control de los fondos públicos; que tradicionalmente se conoce como “agotamiento de 
la diligencia debida” (por todas, v. Sentencias 4/2010, de 1 de marzo; 8/2021, de 27 de octubre; 
2/2022, de 1 de marzo; o 9/2023 de 2 de noviembre). Ese “plus de diligencia” conlleva que en su 
actuación extremen las precauciones, refuercen la diligencia aplicable a la gestión concreta de que 
se trate, comuniquen a los órganos competentes las eventuales deficiencias organizativas 
detectadas y, en definitiva, desplieguen las medidas que sean oportunas para paliar los daños 
derivados, en su caso, de una deficiente organización. En este sentido, en la Sentencia 15/1998, de 
25 de septiembre, se afirma que “la pasividad en el desarrollo de la gestión encomendada puede 
dar lugar a una responsabilidad contable directa”. 
En el supuesto enjuiciado, el daño se ha producido como consecuencia de un ejercicio gravemente 
negligente, como mínimo, de las funciones propias del cargo de alcalde que el demandado 
ocupaba, y que es incompatible con la diligencia especialmente cualificada exigida al gestor de 
fondos públicos. 
En conclusión, concurren todos los requisitos legalmente exigidos para declarar responsable 
contable directo a don V., por el daño causado a los fondos públicos del Ayuntamiento de 
Burguillos, por un importe total de 80.785,06 euros, como consecuencia de su actuación en 
relación con la gestión de la subvención concedida por Resolución del SEPE de fecha 19 de octubre 
de 2015, por un importe total de 157.500 euros, y con la finalidad de financiar el coste salarial total 
para realizar la obra de interés general y social denominada (PEE) CENTRO PARA INICIATIVAS 
LOCALES DE EMPLEO -CILE-. 
SEXTO.- Una vez declarada la existencia de responsabilidad contable de don V. por su actuación en 
la gestión de la precitada subvención concedida por el SEPE, a continuación, y conforme a lo pedido 
en la demanda del Ayuntamiento de Burguillos, procede analizar si, igualmente, procede declarar, 
o no, la existencia de responsabilidad contable del demandado por su actuación en la gestión de 
la subvención concedida por la Diputación Provincial de Sevilla, cofinanciada por la Junta de 
Andalucía, mediante Resolución de la Diputación, de fecha 16 de junio de 2016, por la que se 
otorgó a dicho ayuntamiento una subvención por un importe total de 63.000 euros, con la finalidad 
de financiar el coste de los materiales para realizar la obra denominada CILE. 
En el escrito de conclusiones del Ayuntamiento de Burguillos, se cifra definitivamente la presunta 
responsabilidad contable del demandado por este concepto en la cantidad total de 40.046,77 
euros, que fue en la que se fijó el reintegro parcial de esta subvención, en fecha posterior al escrito 
de demanda, mediante la Resolución de la Diputación de Sevilla, de fecha 3 de septiembre de 2024, 
en la que se desglosaba la precitada cantidad en un importe de 30.791,2 euros en concepto de 
principal, y de 9.255, 57 euros en concepto de intereses de demora (documento n.º 1 aportado 
como prueba documental por la letrada del Ayuntamiento de Burguillos en el acto de la Audiencia 
Previa). 
Conforme se recoge en el hecho probado noveno de la presente resolución, posteriormente, 
mediante Resolución de fecha 6 de noviembre de 2024, la Diputación Provincial de Sevilla, se 
desestimó el recurso de reposición formulado por el Ayuntamiento de Burguillos contra la 
precitada Resolución de 3 de septiembre de 2024 (documento n.º 2 aportado como prueba 
documental por la letrada del Ayuntamiento de Burguillos en el acto de la Audiencia Previa). 
A continuación, la representación procesal del Ayuntamiento de Burguillos procedió a interponer 
recurso contencioso-administrativo contra la citada Resolución de 6 de noviembre de 2024, de la 
Diputación Provincial de Sevilla, del que conoce el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 
de Sevilla, como Procedimiento Ordinario 414/2024, y que actualmente se encuentra en 
tramitación, tal y como se acredita con los documentos n.º 3, 4 y 5 aportados por la letrada del 
Ayuntamiento de Burguillos en el acto de la Audiencia Previa. 
Por todo lo anterior, y de acuerdo con la reiterada doctrina de la Sala de Justicia a la que se ha 
hecho referencia en el fundamento jurídico cuarto de la presente resolución, al haberse constatado 
que la representación procesal del Ayuntamiento de Burguillos no ha probado de ninguna manera 



18 

 

 

que se haya producido alguna salida de fondos de públicos de su propio patrimonio, a efectos de 
cumplir de manera efectiva con la obligación de reintegro parcial por la cantidad total de 40.046,77 
euros, que ha sido fijada por la citada Resolución de la Diputación Provincial de Sevilla, de fecha 3 
de septiembre de 2024, debe concluirse que la entidad pública demandante no ha acreditado que 
en este momento se le haya producido un daño efectivo a su patrimonio público como 
consecuencia de la citada obligación de reintegro parcial, y, en su virtud, procede desestimar la 
pretensión de la demanda consistente en que se condene a don V. a reintegrar a las arcas públicas 
municipales la citada cantidad de 40.046,77 euros, previa declaración de su responsabilidad 
contable por la actuación en la gestión de la subvención concedida al Ayuntamiento de Burguillos 
por la Diputación Provincial de Sevilla, mediante Resolución de fecha 16 de junio de 2016. 
SÉPTIMO.- Finalmente, de acuerdo con lo pedido en la demanda y en el escrito de conclusiones 
del Ayuntamiento de Burguillos, restaría por analizar la pretensión relativa al reintegro de la 
cantidad de 19.856 euros, en concepto de la presunta responsabilidad contable de don V. que, a 
juicio del ayuntamiento demandante, derivaría del desplome del testero este del CILE (de 30 
metros de longitud y 5 de altura), acaecido en marzo de 2020. Según se afirma en la demanda, 
dicho desplome reveló que las obras de cimentación de la parte este del CILE tampoco se habían 
realizado, y conllevó que el Ayuntamiento de Burguillos tuviera que ejecutar las obras de 
levantamiento del muro y de cimentación de la parte derrumbada, con un presupuesto de 19.856 
euros, según se recoge en el informe de fecha 8 de abril de 2021 emitido por arquitecto técnico 
municipal, que se aporta con el escrito de demanda (documento 96 del bloque documental 10 
adjunto a la demanda). 
El Ayuntamiento de Burguillos fundamenta esta pretensión, exclusivamente, en el precitado 
informe emitido por arquitecto técnico municipal, de fecha 8 de abril de 2021. Pues bien, una vez 
analizado el contenido de dicho informe, se comprueba que en el mismo se analizan, 
esencialmente, los siguientes extremos: 
- Las posibles causas técnicas del desplome del testero este del CILE (de 30 metros de longitud y 5 
de altura), acaecido el día 12 marzo de 2020. 
- Los posibles responsables de dicho desplome (concluyéndose en el informe que la 
responsabilidad sería del Arquitecto redactor del proyecto de obra y del Arquitecto director de la 
obra). 
- La valoración económica del “Coste del desescombro”: en este apartado, el informe detalla los 
trabajos efectivamente realizados por el “personal de obras y servicios” del ayuntamiento que 
consistieron en: retirada inicial de elementos derrumbados; retirada completa de escombros; y 
colocación de elementos de cierre provisional de la parte derrumbada. Se concluye que el “Coste 
del desescombro”, cuya duración fue de una jornada de trabajo, ascendería al importe aproximado 
de 1.600 euros. 
- La valoración económica de la “Construcción del nuevo cerramiento”: en este apartado, el 
informe detalla los concretos trabajos que serían necesarios realizar en el futuro para la 
construcción de un nuevo cerramiento, y concluye que el presupuesto aproximado para pagar esos 
trabajos futuros sería de 19.856 euros, IVA incluido (v. págs. 18 y 19 del informe). 
Por lo tanto, del contenido de este informe de fecha 8 de abril de 2021, emitido por arquitecto 
técnico municipal, no puede deducirse que el Ayuntamiento de Burguillos haya ejecutado las obras 
de levantamiento del muro y de cimentación de la parte derrumbada, tal y como sostiene en su 
demanda y en su escrito de conclusiones; lo único que se deduce es que, a juicio del arquitecto 
autor de dicho informe, los futuros trabajos para la construcción de un nuevo cerramiento de la 
parte de la obra derrumbada conllevarían un coste aproximado de 19.856 euros. 
El artículo 59.1, párrafo segundo, de la LFTCu dispone que “Los daños determinantes de la 
responsabilidad deberán ser efectivos, evaluables económicamente e individualizados en relación 
a determinados caudales o efectos”. La reiterada doctrina de la Sala de Justicia recaída en la 
interpretación de este precepto precisa que, dado que la naturaleza jurídica de la responsabilidad 
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contables es la de una responsabilidad patrimonial o reparadora, entendida como subespecie de 
la responsabilidad civil, si de unos hechos no resulta acreditada la existencia de un daño efectivo, 
evaluable económicamente e individualizado en relación a bienes y derechos determinados de 
titularidad pública, no puede existir responsabilidad contable, sin perjuicio de que esos mismos 
hechos pudieran lugar a responsabilidades penales o de cualquier otra naturaleza. 
Por otro lado, debe recordarse que en la jurisdicción contable rige plenamente el principio del 
“onus probandi” regulado en el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. En este sentido, se 
viene pronunciando reiteradamente la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, afirmando que:“[…] 
En relación con la carga de la prueba en el proceso contable ha de tenerse en cuenta que, en el 
ámbito de esta Jurisdicción, cuyo contenido es el de una responsabilidad patrimonial y no 
sancionadora, es, desde luego, de aplicación el principio civil de carga de la prueba, establecido en 
el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero, cuyo número 2 establece 
que corresponde al actor “la carga de probar la certeza de los hechos de los que ordinariamente 
se desprenda, según las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las 
pretensiones de la demanda”; e incumbe al demandado, según el número 3 del mismo artículo “la 
carga de probar los hechos que, conforme a las normas que les sean aplicables, impidan, extingan 
o enerven la eficacia jurídica de los hechos a que se refiere el apartado anterior” (por todas, v, 
Sentencias n.º 3/2011, de 1 de marzo, y n.º 31/2009, de 15 de diciembre). 
Pues bien, de conformidad con los preceptos y la doctrina recién mencionados ut supra, y teniendo 
en cuenta que, aparte del referido informe de fecha 8 de abril de 2021, el Ayuntamiento de 
Burguillos no ha aportado ni propuesto ninguna otra prueba que acredite que, efectivamente, sí 
se han ejecutado las obras para la construcción de un nuevo cerramiento del testero este del CILE 
que se derrumbó el día 12 de marzo de 2020, y que, en consecuencia, la Corporación ha pagado 
los 19.856 euros presupuestados en el referido informe, o cualquier otra cantidad en 
contraprestación a la realización de dichas obras de construcción, debe concluirse que no se ha 
probado por la parte actora que se haya producido un daño efectivo al patrimonio público 
municipal, de tal manera que, en caso de estimar esta pretensión de la demanda, se estaría dando 
lugar a un enriquecimiento injusto del Ayuntamiento de Burguillos por cuanto, en ningún 
momento, ha probado que se haya producido una salida de fondos públicos de su patrimonio, por 
el citado importe de 19.856 euros -o por cualquier otro-, a efectos de pagar unas eventuales obras 
de construcción para el cerramiento de la parte del CILE derrumbada. 
En definitiva, por todos los razonamientos anteriores, y sin perjuicio de que los hechos analizados 
en el presente fundamento jurídico pudieran dar lugar a otras responsabilidades distintas de la 
contable, procede desestimar la pretensión de la demanda consistente en que se condene a don 
V. a reintegrar a las arcas públicas municipales la cantidad de 19.856 euros, en concepto de la 
presunta responsabilidad contable que derivaría del desplome del testero este del CILE, acaecido 
el día 12 de marzo de 2020. 
OCTAVO. - Habiéndose declarado la responsabilidad contable de don Valentín Lopez Fernández, 
conforme a lo razonado en el fundamento jurídico quinto de la presente resolución, procede 
condenar a dicho demandado al reintegro del alcance causado a los fondos públicos del 
Ayuntamiento de Burguillos, en la cantidad de OCHENTA MIL SETECIENTOS OCHENTA Y CINCO 
EUROS CON SEIS CENTIMOS 
(80.785,06 €), a la que asciende el importe total en que se ha cifrado su responsabilidad contable; 
a dicha cantidad habrán de añadirse los correspondientes intereses legales devengados para cuyo 
cálculo, conforme a lo dispuesto en el artículo 
71.4.e) de la LFTCu, se fija como dies a quo el 6 de julio de 2017, fecha esta en la que el 
Ayuntamiento de Burguillos transfirió a la cuenta del SEPE el primer pago del importe del reintegro 
parcial de la subvención, más los intereses de demora devengados (AP 1026/2022, PDF 17, Anexo 
10). 
NOVENO. - Por último, por lo que se refiere al pago de las costas de la primera instancia, de 
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conformidad con el artículo 394.2 de la LEC, no procede su imposición a ninguna de las partes, al 
haberse estimado parcialmente la demanda del Ayuntamiento de Burguillos, y no apreciarse que 
hayan litigado con temeridad. 
Por todo lo expuesto, VISTOS los antecedentes de hecho, hechos probados y fundamentos de 
derecho expresados. 
 

IV.- FALLO 
 

Estimo en parte la demanda de responsabilidad contable por alcance formulada por el 
Ayuntamiento de Burguillos contra don V., y, en consecuencia: 
PRIMERO. - Declaro que el importe total en que se cifra el alcance causado en los fondos públicos 
del Ayuntamiento de Burguillos, del que responde don V., asciende a OCHENTA MIL SETECIENTOS 
OCHENTA Y CINCO EUROS CON SEIS CENTIMOS DE EURO (80.785,06 €). 
SEGUNDO. - Declaro responsable contable directo del alcance a don V. 
TERCERO. - Condeno a don V. al reintegro de la suma en que se cifra su responsabilidad contable. 
CUARTO. - Condeno a don V. al pago de los intereses, calculados según lo razonado en el 
fundamento de derecho octavo de esta resolución. 
QUINTO. - Dispongo la contracción de la cantidad en que se ha cifrado la responsabilidad contable 
en la cuenta que corresponda según las vigentes normas de contabilidad pública. 
Sin costas. 
 
Notifíquese a las partes con la advertencia de que contra la presente resolución cabe interponer 
recurso de apelación, en el plazo de quince días a contar desde el siguiente al de la notificación, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80 de la LFTCu, en relación con el artículo 85.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
 
Así por esta mi Sentencia lo pronuncio, mando y firmo. 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido 
dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los 
mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas 
que requieran un especial deber de tutela o la garantía del anonimato de las víctimas o 
perjudicados, cuando proceda.  
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines 
contrarios a las leyes. 
 


